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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

P R O Y E C T O S  D E  L E Y

PROYECTO DE LEY NÚMERO 145 DE 2023 SENADO

por medio de la cual se establece el mecanismo para reducir la pérdida de biodiversidad a partir del uso 
sostenible de la biodiversidad y se dictan otras disposiciones.
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SECCIÓN DE LEYES 
 

SENADO DE LA REPÚBLICA – SECRETARIA GENERAL – TRAMITACIÓN                        
LEYES 

Bogotá D.C., 19 de Septiembre de 2023  
 
Señor Presidente:  
 
Con el fin de repartir el Proyecto de Ley No.145/23 Senado “POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECE 
EL MECANISMO PARA REDUCIR LA PÉRDIDA DE BIODIVERSIDAD A PARTIR DEL USO 
SOSTENIBLE DE LA BIODIVERSIDAD Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, me permito remitir a 
su despacho el expediente de la mencionada iniciativa, presentada el día de hoy ante la Secretaria General 
del Senado de la República por los Honorables Senadores NICOLAS ALBEIRO ECHEVERRY ALVARÁN, 
GERMÁN BLANCO ÁLVAREZ, MAURICIO GÓMEZ AMÍN, SOLEDAD TAMAYO TAMAYO, MARCOS 
DANIEL PINEDA GARCÍA, MIGUEL ANGEL BARRETO CASTILLO, EFRAIN CEPEDA SARABIA, 
MAURICIO GIRALDO HERNÁNDEZ, JUAN SAMY MERHEG MARÚN; y los Honorables Representantes 
ANDRES FELIPE JIMÉNEZ VARGAS, LUIS MIGUEL LÓPEZ ARISTIZABAL, DELCY ISAZA 
BUENAVENTURA, JUAN DANIEL PEÑUELA CALVACHE, LUIS RAMIRO RICARDO, MAURICIO 
CUELLAR PINZÓN, JORGE MÉNDEZ HERNÁNDEZ, MODESTO ENRIQUE AGUILERA VIDES, CARLOS 
ARDILA ESPINOSA, LILIANA RODRÍGUEZ VALENCIA, ASTRID SÁNCHEZ MONTES DE OCA, JUAN 
CARLOS WILLS, JUAN CORTES DUEÑAS, ELIZABETH JAY-PANG DIAZ, JULIO ROBERTO SALAZAR 
PERDOMO, ERIKA SANCHEZ PINTO, YENICA SUGEIN ACOSTA INFANTE, MIGUEL POLO POLO, 
MARELEN CASTILLO TORRES y otra firma ilegible. La materia de que trata el mencionado Proyecto de 
Ley es competencia de la Comisión QUINTA Constitucional Permanente del Senado de la República, de 
conformidad con las disposiciones Constitucionales y Legales. 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General  

 
 

PRESIDENCIA DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA – SEPTIEMBRE 19 DE 2023 
 
De conformidad con el informe de Secretaria General, dese por repartido el precitado Proyecto de Ley a 
la Comisión QUINTA Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional para que sea 
publicado en la Gaceta del Congreso. 
 
CÚMPLASE 
 
EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
 
 
 
IVÁN LEONIDAS NAME VÁSQUEZ 
 
 
SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 

 
 
 
 

GREGORIO ELJACH PACHECO 

C O N C E P T O S  J U R Í D I C O S
CONCEPTO JURÍDICO DE LA SECRETARÍA JURÍDICA DISTRITAL APROBADO EN 
LA COMISIÓN DISTRITAL DE POLÍTICA CRIMINAL Y TRATAMIENTO CARCELARIO 

SOBRE PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 11 DE 2023 SENADO

por medio del cual se modifican los artículos 216 y 218 de la Constitución Política para crear la Policía 
Local en los municipios de más de dos millones de habitantes.

2310400 
 
Bogotá D.C.,   
 
Doctores: 
 
Germán Blanco Álvarez  
Presidente de la Comisión Primera Constitucional Permanente 
german.blanco@senado.gov.co  
Ciudad. 
 
Alejandro Alberto Vega Pérez 
Ponente para primer debate (proyecto de acto legislativo del asunto) 
alejandro.vega@senado.gov.co  
 
Asunto:  Remisión de concepto aprobado en la Comisión Distrital de Política Criminal y 

Tratamiento Carcelario sobre Proyecto de Acto Legislativo 11 de 2023 “Por 
medio del cual se modifican los artículos 216 y 218 de la Constitución Política 
para crear la Policía Local en los municipios de más de dos millones de 
habitantes”.  

 
Respetados doctores: 
 
Nos permitimos informarles que la Comisión Distrital de Política Criminal y Tratamiento 
Carcelario, en ejercicio de sus facultades y de conformidad con el artículo 140 del 
Acuerdo Distrital 761 de 2020, Decreto Distrital 334 de 2020 y Acuerdo 001 de 2021, ha 
expedido CONCEPTO DE VIABILIDAD TÉCNICA FAVORABLE al Proyecto de Acto 
Legislativo 11 de 2023 “Por medio del cual se modifican los artículos 216 y 218 de la 
Constitución Política para crear la Policía Local en los municipios de más de dos millones 
de habitantes”.  
 
El documento del asunto fue elaborado por la Subcomisión de Comentarios Técnicos del 
organismo, compuesta a su vez por funcionarios de la Secretaría Distrital de Seguridad, 
Convivencia y Justicia, Secretaría Jurídica Distrital y un invitado permanente de la 
comisión como representante de la academia.  
 
Una vez elaborado el respectivo concepto, fue socializado a todos los integrantes de la 
comisión (representantes de la institucionalidad tanto del orden nacional y distrital, 
usuarios de la justicia penal, rama judicial, academia y sociedad civil) en aras de que 
conocieran su contenido y así pudiera ser debatido y analizado en una sesión ordinaria de 
la instancia.  
 
Así las cosas, mediante sesión ordinaria de la comisión celebrada el pasado miércoles 30 
de agosto de 2023, contando con la asistencia de sus 32 integrantes, se socializó y 
discutió el concepto en su totalidad, donde se analizó desde las diferentes órbitas y se 
recibieron grandes aportes, incluyendo recomendaciones y sugerencias. Finalmente, se 
aprobó por los miembros de pleno derecho (7 votos a favor y 2 abstenciones de una 

totalidad de 9 miembros) incluyendo las respectivas apreciaciones que se generaron en el 
debate. 

Razón por la cual, desde esta comisión y en el marco de sus competencias, promoviendo 
la participación diversa de todos los sectores de la sociedad, nos permitimos remitirles el 
concepto del asunto, con la finalidad de que pueda ser tenido en cuenta en el análisis que 
se genere en la célula legislativa.

Agradecemos la colaboración y quedamos atentos frente a lo que se requiera. 

Cordialmente,

Anexos: Concepto del Proyecto de Acto Legislativo 11 de 2023 “Por medio del cual se modifican los artículos 216 y 218 de 
la Constitución Política para crear la Policía Local en los municipios de más de dos millones de habitantes”.

IVÁN DAVID MÁRQUEZ CASTELBLANCO
Presidente (E) y Secretario Técnico de la Comisión Asesora Distrital de Política 

Criminal y Tratamiento Carcelario
Subsecretario Jurídico Distrital

Secretaría Jurídica Distrital

N DAVID MÁRÁRÁRQUQUEZEZEZ CASTEELBLA
etario Técnnicicco de llaaa CoCoComimim sisiónónn Ases
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FORMATO ÚNICO PARA EMISIÓN DE COMENTARIOS TÉCNICOS 

 
PROYECTOS DE ACTO LEGISLATIVO 

 
SECTOR QUE CONCEPTÚA: Subcomisión de Comentarios Técnicos – Comisión 
Distrital de Política Criminal y Tratamiento Carcelario 
 
NÚMERO DEL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO: 11 AÑO: 2023 
 
ESTADO DEL PROYECTO: Pendiente rendir ponencia para primer debate en 
senado.1 
 
TÍTULO DEL PROYECTO 
 
“Por medio del cual se modifican los artículos 216 y 218 de la Constitución Política 
para crear la Policía Local en los municipios de más de dos millones de habitantes”. 

 
AUTOR (ES) 
 

H.S. Daniel Carvalho Mejía, Juan Camilo Londoño, James Mosquera Torres, 
Álvaro Monedero Rivera, Diógenes Quintero, Juan Carlos Wills Ospina, Duvalier 
Sánchez Arango, Gilberto Betancourt Pérez, Juan Manuel Cortes Dueñas, 
Alejandro Vega Pérez, Angélica Lozano Correa y otros. 

 
OBJETO DEL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 
De conformidad con lo señalado en la exposición de motivos de la iniciativa, el 
proyecto de acto legislativo tiene como objeto:  
 
“modificar los artículos 216 y 218 de la Constitución Política con el fin de 
establecer la Policía Local, los cuales estarían bajo el mando y dirección del 
respectivo alcalde del territorio, funcionando de forma concomitante con las 

                                                           
1 Enlace de consulta:  
https://leyes.senado.gov.co/proyectos/index.php/proyectos-de-acto-legislativo/cuatrenio-2022-
2026/2023-2024/article/11-por-medio-del-cual-se-modifican-los-articulos-216-y-218-de-la-
constitucion-politica-para-crear-la-policia-local-en-los-municipios-de-mas-de-dos-millones-de-
habitantes 

competencias de la Policía Nacional, en aras de garantizar la seguridad 
ciudadana y la convivencia”. 

 
VIABILIDAD DE LA INICIATIVA 
 

SÍ _X __ NO __ ES VIABLE 
 
El proyecto de acto legislativo resulta viable por cuanto sigue las soluciones 
exitosas que se han dado en otras partes del hemisferio en la adopción de 
modelos de organización de policía híbrida. De ahí que, se creen nuevas 
instituciones sin afectar los recursos o competencias con los que actualmente 
cuenta la policía Nacional, pero profundizando en fortalecer una mira de seguridad 
más acorde con las necesidades que demanda la capital de república frente a las 
conductas delictivas y comportamientos contrarios a la convivencia de alto 
impacto para la ciudadanía, las cuales muchas veces tienen que ceder ante las 
demandas de seguridad que impone el orden público nacional.  
 
Adicionalmente, este proyecto constituye una oportunidad para formar un cuerpo 
de policía pensado esencialmente desde la lógica civil y administrativa, tal como 
fue instituida por la Constitución de 1991, además de tener un fuerte componente 
territorial que garantice su efectividad para atender las necesidades locales. Por 
todo esto, la calificación y ascenso estará determinada principalmente por los 
resultados que obtenga en generar condiciones de seguridad y convivencia.  
 
Por todo lo anterior, el modelo de policía local propuesto no solo es necesario, 
sino también es concordante con la materialización del concepto de seguridad 
ciudadana que se desprende de la comprensión del Estado Social y Democrático 
de Derecho colombiano.  
 

 
ANÁLISIS JURÍDICO 
 

1. Competencias generales de la Comisión Distrital de Política Criminal 
y Tratamiento Carcelario para expedir el concepto del asunto.  

Esta comisión puede expedir el concepto del asunto en virtud del artículo 140 del 
Acuerdo Distrital 761 de 2020, artículo 2 del Decreto 334 de 2020 y el Acuerdo 
004 de 2022.   

2. Resumen del proyecto de acto legislativo 

El Proyecto de Acto Legislativo 11 de 2023 busca la creación de policías locales 
en las ciudades colombianas que tengan más de dos millones de habitantes. Para 
esto, pretende modificar dos artículos de la Constitución Política, el 216 y el 218. 
En la reforma al artículo 216 propone hacer la distinción de la fuerza pública del 
orden nacional y la territorial, integrada por la policía local.  

Frente al artículo 218 ídem, se establece que la ciudad de Bogotá, como distrito 
capital, y las ciudades con más de dos millones de habitantes podrán crear la 
policía local, bajo las siguientes características:  

- Las policías locales tendrán dentro de sus funciones atender las conductas 
contrarias a la convivencia y la persecución de contravenciones y delitos 
de menor lesividad, pero de alto impacto en la ciudadanía.  

- Serán de carácter civil y tendrán la estructura de cuerpo público y estatal.  
- Lo anterior, implica que no se regirán por los rangos jerárquicos de la 

Policía Nacional, sino que las jerarquías dependerán de las funciones y se 
ascenderá por méritos y resultados.  

- Las policías locales deberán articularse con la Policía Nacional en el marco 
de los principios de coordinación, concurrencia y subsidariedad.  

- El o la alcaldesa del municipio o distrito será quien dirija estas policías 
locales.  

- La carga presupuestal para la creación y sostenimiento de las policías 
locales estará en cabeza de las ciudades.  

- El congreso deberá expedir una ley que reglamente el régimen disciplinario, 
prestacional y de carrera de las policías locales. Así como, el régimen de 
ascensos y la articulación con la Policía Nacional.  

- Los concejos deberán, a iniciativa del o la alcaldesa, crear la policía local 
en su distrito o municipio.  

- No se reducirá el pie de fuerza de la Policía Nacional en el municipio o 
distrito.  

- Siempre prevalecerán las órdenes del presidente para la preservación del 
orden público.  

Para sustentar el proyecto de acto legislativo se citan los fundamentos normativos 
que respaldan la iniciativa a nivel internacional, nacional y local, incluyendo 
jurisprudencia, doctrina y demás. Igualmente, se recurre al derecho comparado, 
citando ejemplos similares de policías de carácter local en ciudades como Buenos 
Aires y Madrid.  

Por otro lado, se desarrollan los principios de descentralización y autonomía 
territorial, así como el concepto de gobernanza local. Según la motivación del 
proyecto, la creación de policías locales en ciudades de más de dos millones de 
habitantes permite realmente materializar estos principios constitucionales y lograr 
una efectiva gobernanza local por parte de alcaldes y alcaldesas; por lo cual, 
aporta a lo que se referencia en el marco normativo, en materia de creación de 
ciudades más autónomas y seguras, cumpliendo con los objetivos de desarrollo 
sostenible del milenio de las Naciones Unidas.  

Igualmente, se sustenta que las ciudades con mayor población del país son 
aquellas en las que se reportan una mayor sensación de inseguridad y, por lo 
tanto, las que necesitan con más urgencia medidas como la creación de policías 
locales para atacar el fenómeno de inseguridad. Del mismo modo, se trae a 
colación el ejemplo de Bogotá, en el que ha habido una gran movilidad de policías 
capacitados/as en temas de derechos humanos y trato a la ciudadanía y donde, 
al parecer, hay además un déficit del número de policías que necesitaría la ciudad 
de acuerdo a su número de habitantes y a las conflictividades que se presentan.  

Igualmente, la exposición de motivos destaca la importancia de que estas policías 
locales sean de carácter civil y no cuenten con características de entes militares. 
Una de las razones por la que esto es fundamental es por la histórica militarización 
de la policía en el país, que ha generado una forma de relacionamiento no tan 
positiva entre ésta y la ciudadanía. Adicionalmente, las ciudades presentan 
problemáticas que deben ser atendidas desde una mirada diferente a la bélica.  

Finalmente, la justificación del proyecto plantea que hay una evolución conceptual 
en el acercamiento a las policías en el mundo, dando un giro hacía las policías 
locales y comunitarias. Asimismo, cierra dando los argumentos principales para 
una policía local: favorece una mayor cercanía a la ciudadanía y, por ende, mayor 
legitimidad; sustentando que eso permite que la policía conozca mucho más los 
contextos y se especialice en solucionar las dinámicas y problemáticas propias de 
cada ciudad; y, a su vez, aporta a materializar los principios de autonomía 
territorial y descentralización.  

3. Reformas policiales en América Latina: Descentralización efectiva, 
creación de una policía nueva y con enfoque comunitario. 

En distintos contextos nacionales de América Latina, los niveles locales de 
gobierno han visto reivindicadas sus capacidades y amplificadas sus 
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competencias en el ámbito de la seguridad, a través del aumento de su 
participación en el diseño y ejecución de la política de seguridad y de sus 
facultades de coordinación y control sobre las instituciones que actúan en sus 
territorios.2 La reforma y creación de instituciones policiales en las ciudades de 
Madrid, México y Buenos Aires, al que se suma la creación de la Policía Local en 
Colombia, son claros ejemplos de este último punto. 

Así, Colombia se encuentra en un proceso de reubicación y redefinición de 
responsabilidades en materia de seguridad que atiende a un movimiento que se 
está dando en toda América Latina. Lo anterior, se refuerza aún más ante el 
crecimiento de la criminalidad de calle, la sensación de inseguridad y la creciente 
demanda de los residentes de las ciudades en América Latina.  

Las reformas o creación de fuerzas policiales se realizan, principalmente, en 
función de mejorar las capacidades operativas (eficiencia y eficacia de la policía) 
y las responsabilidades democráticas (las respuestas de la policía al control 
político y a su respeto por los derechos civiles y humanos) de dichas instituciones.3  

En lo que respecta a las capacidades operativas, en el proyecto analizado se 
propone aumentar la tasa de policías por cantidad de habitantes. Si bien no existe 
un número que sea el óptimo, la tasa de las principales ciudades de Colombia se 
encuentra por debajo del promedio estipulado por UNODC. Por lo anterior, puede 
presuponerse la necesidad de aumentar el número de policías en estos territorios 
para prevenir el delito que, por el contrario, se encuentra en una tendencia hacia 
la alza.4  

Además, el proyecto pretende resolver el problema de la falta de respuestas 
focalizadas sobre las ciudades. Las directrices que se dictan desde el nivel 
nacional no alcanzan a analizar las problemáticas locales y generar respuestas 
que obedezcan a los contextos específicos. Respecto a lo anterior, se propone la 
descentralización de las políticas y gestión de la seguridad, con el involucramiento 

                                                           
2 Sozzo, Máximo (2009). Gobierno Local y prevención del delito en Argentina. Revista 
Latinoamericana de Seguridad, Quito, págs. 58-73. Disponible en: 
https://revistas.flacsoandes.edu.ec/urvio/article/view/58-73. Ver también: Binder, A. (2016) 
"Seguridad en el municipio y usos de la información sobre la criminalidad, la violencia y el conflicto" 
en Scheleider, T. y Carrasco, M. (Editores) "Municipios: los nuevos actores de la seguridad 
ciudadana", 1a edición, Instituto Latinoamericano de Seguridad y Democracia (ILSED) -Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID), 19-32. 
3 Dammert, Lucía. 2005. “Reforma Policial en América Latina”, Revista Quórum. Universidad de 
Alcalá, España. 
4 United Nations, 2010, p.19. 

de los gobiernos locales y subnacionales y, de manera más específica, la creación 
de policías locales con enfoque comunitario.  

Las reformas se pueden clasificar en tres tipos: la creación de nuevas instituciones 
policiales, reformas parciales e iniciativas de policía comunitaria. Mientras que, 
según el ámbito de acción, las instituciones policiales pueden agruparse en 
nacionales (como Carabineros de Chile o la Policía Nacional de Colombia), 
regionales (en aquellos países federales como México, Brasil y Argentina) y 
locales (algunos municipios y grupos étnicos cuentan con fuerzas policiales 
propias).5 En ese sentido, el proyecto prevé la creación en Colombia de nuevas 
instituciones: policías locales con enfoque comunitario.  

Con base en lo anterior, y considerando las lecciones aprendidas con otras 
reformas policiales de América Latina, en particular, a partir del caso de la creación 
de las policías locales en Argentina, la comisión considera relevante insistir en la 
importancia de una descentralización efectiva sobre el control de esta nueva 
institución policial. Es decir, que las policías locales se encuentren bajo el mando 
y dirección de los respectivos alcaldes.  

En este punto, podemos tomar como lección el caso de las Unidades de Policía 
Local de la provincia de Buenos Aires, creadas en 2014 y que en la actualidad se 
encuentran prácticamente disueltas. Dichas policías se crearon como un cuerpo 
apéndice de la Policía de la provincia de Buenos Aires y mantenían una ambigua 
triple dependencia: policial, municipal y provincial. Estos agrupamientos eran 
equipados, conformados y financiados con el presupuesto de la provincia de 
Buenos Aires, mientras que los gobiernos municipales veían limitada su injerencia 
sobre las policías locales.  

Si bien el gobierno local es un actor fundamental, en el caso de las policías locales 
de la provincia de Buenos Aires el papel de los municipios se reducía a la tarea 
de comunicar sus propuestas sobre el accionar de dicha fuerza policial al gobierno 
provincial. Debido a cómo se había llevado la descentralización, los gobiernos 
locales vieron limitadas sus agencias, ya que su injerencia sobre las policías 
locales dependía, entre otros factores, de sus relaciones con los distintos niveles 
de gobierno y la policía provincial. El enfoque que se le da a las policías locales 
en el proyecto de acto legislativo soluciona este inconveniente al resaltar que él o 

                                                           
5 Dammert, L., & Bailey, J. (2005). Reforma policial y participación militar en el combate a la 
delincuencia. Análisis y desafíos para América Latina. Revista Fuerzas Armadas y Sociedad, 19(1), 
133-152. 

la alcaldesa son quienes dirigen esta policía, además de que la financiación está 
a cargo del municipio.  

Otro punto a señalar, es que la reforma proyecta la creación de instituciones 
policiales nuevas, y no reformas parciales de las ya existentes. La importancia de 
la creación de una nueva fuerza policial radica, en particular, en que el cambio de 
conducción y la adopción de un enfoque novedoso, como es el caso del enfoque 
de policía comunitaria presentaría, al menos, en principio, mayores resistencias 
en una institución que ya se encuentra funcionando. Distinto sería el proceso de 
reforma estructural y cambio de perspectiva de una fuerza policial ya existente, 
que puede inferirse traería aparejado mayores resistencias. 

Así las cosas, el proyecto de acto legislativo es coherente con una serie de 
cambios que se han dado en América Latina en materia de seguridad. Para ello 
es muy importante, la mirada comunitaria de los organismos que se creen, así 
como el logro de una descentralización efectiva que permita el éxito de las nuevas 
instituciones. Finalmente, se destaca la importancia de que en el proyecto de acto 
legislativo analizado se cree una nueva institución y no se estén haciendo 
reformas a las anteriores, ya que estos últimos procesos pueden generar más 
resistencia y no tan buenos resultados.  

4. Evolución conceptual de acercamiento a las policías: necesidad de 
enfoques comunitarios y civiles.  

Con relación a la adopción del enfoque de policiamiento comunitario, en los 
últimos años se ha observado un cambio desde el paradigma de seguridad pública 
hacia el enfoque de seguridad ciudadana. Según el enfoque de seguridad pública, 
las políticas en seguridad deben dirigirse a la preservación de las instituciones del 
Estado y a garantizar la integridad, los derechos y libertades de las personas.  

Las políticas y programas de seguridad han sido configuradas por las instancias 
correspondientes de gobierno y los jefes policiales y/o militares de turno, con una 
propensión a la centralización de las funciones en las agencias federales o 
nacionales (de acuerdo al país), el uso de la fuerza como herramienta predilecta 
y presupone la recepción pasiva de dichas medidas por parte de la ciudadanía.  

Por otro lado, el enfoque de seguridad ciudadana plantea un abordaje integral de 
los problemas en materia seguridad, en el cual las políticas de seguridad se 
complementen con medidas más amplias que generen condiciones de vida 
adecuadas para el desarrollo de las personas. Este nuevo enfoque reconoce la 

necesidad en un gobierno democrático, de la colaboración de diversos actores en 
el diagnóstico y toma de decisiones en el ámbito de la seguridad.  

En cuanto a las instituciones policiales, bajo el paradigma de seguridad ciudadana, 
estas suelen asumir modelos de policiamiento comunitario o de proximidad, que 
se caracterizan por priorizar las tareas preventivas y proponer relaciones de mayor 
cercanía con la comunidad, a partir de actividades en conjunto y la consulta 
permanente, con el fin de comprender y mejorar las percepciones ciudadanas 
sobre la seguridad y los índices delictivos. 

En el marco de este último enfoque, las prácticas de las instituciones policiales no 
solo tienen que dirigirse a enfrentar la delincuencia, sino también a resolver 
distintos conflictos comunitarios y problemas que afectan de manera general la 
calidad de vida de la población.6 Por lo anterior, se vuelve fundamental para estas 
instituciones fomentar la participación ciudadana en las acciones preventivas. 
Además, la policía también se involucra en los análisis de las condiciones que son 
propicias para la comisión de delitos. 

Ahora bien, las instituciones policiales no existen en el vacío. En otras palabras, 
no son ajenas e impermeables a la comunidad en la que se sitúan, sino que, por 
el contrario, son modeladas por el contexto en el que se enmarcan. Por ello, no 
hay definición concluyente del término policía comunitaria y la implementación del 
modelo dependerá de los contextos donde se aplique.7 Es más, distintas 
investigaciones dan cuenta que las instituciones policiales que han adoptado este 
enfoque en ocasiones refuerzan prácticas propias de los modelos policiales 
tradicionales.8  

Ahora bien, es importante entender a la policía, como cualquier otro actor social, 
no como una entidad en sí misma, con un conjunto de atributos particulares o 
esenciales, sino como un objeto definido por el juego de relaciones que lo 

                                                           
6 PNUD (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo). (2008) Gobernabilidad local, 
convivencia y seguridad ciudadana, Proyecto Regional de Gobernabilidad Local en América Latina/ 
LAC-SURF/ PNUD, Bogotá. 
7 Mientras que en Estados Unidos y Canadá al modelo se lo denomina policía comunitaria; en los 
países que durante los últimos años importaron el modelo anglosajón se utilizan denominaciones 
como policía de proximidad -Francia e Italia y policía de barrio -España-) 
8 Agudo Sanchíz, A. (2021). “Los esquemas de policía de proximidad en México como tecnología 
gubernamental”, en Salvador Maldonado Aranda (ed.), Soberanías en vilo. Miradas desde la 
Seguridad Ciudadana en América Latina, El Colegio de Michoacán, Michoacán. 
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producen.9 En ese sentido, las relaciones entre las policías latinoamericanas y la 
ciudadanía se han caracterizado por la desconfianza y la conflictividad. Un 
porcentaje de la ciudadanía percibe a las fuerzas policiales como instituciones 
deficientes, corruptas y poco profesionales.10  

Por ello, uno de los objetivos del modelo de policía de proximidad que se propone 
en el proyecto de acto legislativo es restablecer el diálogo y la confianza con la 
ciudadanía.11 Sin embargo, debido al divorcio entre ambos actores, lejos del ideal 
de una comunidad participativa, las poblaciones suelen rechazar en una primera 
instancia los espacios de convivencia que propongan las fuerzas de seguridad o, 
en el caso de participar, convertirse en generadores de reclamos que se apoyan 
en la idea de una institución policial punitiva y vigilante.12  

En este punto será relevante un trabajo arduo en la formación y capacitación de 
los miembros de la nueva Policía Local. En particular, en cualidades para abordar 
relaciones con otros actores, tanto estatales como de la sociedad civil, que 
permitan reducir el distanciamiento con la ciudadanía. Un abordaje integral de los 
problemas que intentan solucionarse requerirá también de la participación de otras 
organizaciones estatales, sus profesionales, así como de distintos actores de la 
sociedad civil. 

Cabe mencionar que, si bien es un elemento clave para mejorar los índices de 
seguridad, la policía no puede ser pensada como la única herramienta frente a 
problemas tan diversos (sociales, económicos, educativos, entre otros) que 
generan la criminalidad simple y compleja. En ese sentido, el proyecto prevé que 
las policías locales se enfoquen en las contravenciones y delitos menores.13 Es 
decir, los agentes no tendrán el entrenamiento, las armas, la información y la 

                                                           
9 Frederic, S. (2017). Policías locales en el Gran Buenos Aires. Redistribución de la seguridad en 
tiempos de incertezas. Sociales en debate (11). 
10 Dammert, L., & Bailey, J. (2005). Reforma policial y participación militar en el combate a la 
delincuencia. Análisis y desafíos para América Latina. Revista Fuerzas Armadas y Sociedad, 19(1), 
133-152. Página 137.  
11 Guillen, Francesc (2015) Modelos de policía y seguridad. Universitat Autònoma de Barcelona, 
Bellaterra. 
12 Agudo Sanchíz, Alejandro (2016). “Encuentros ciudadanos con la policía y ‘coproducción de 
seguridad’ entre el estado y la familia”. En María Eugenia Suárez de Garay y Nelson Arteaga Botello 
(coords.), Violencia, seguridad y sociedad en México. México: COMECSO/ Foro Consultivo Científico 
y Tecnológico, AC, pp. 223-249. 
13 Asimismo, está acompañado del proyecto de reforma del poder judicial donde se incorpora un 
enfoque de justicia restaurativa y transformadora en la administración de justicia en los delitos 
menores. 

movilidad para enfrentar a grupos criminales de grandes dimensiones y 
organizados, cuya tarea corresponderá a la Policía Nacional.  

Además, a pesar que la responsabilidad de la seguridad debe ser asumida por el 
gobierno que imparte instrucciones a las instituciones policiales, dichas 
instrucciones se ven reflejadas en iniciativas o programas que debieran ser 
evaluados constantemente por instituciones gubernamentales y de la sociedad 
civil.14 Al momento de rendir cuentas, sin embargo, deberá dejarse en claro el 
anterior punto sobre las competencias de la Policía Local para que sea evaluada 
de manera correcta. 

5. Necesidad de incentivar una formación dirigida a los policías locales 
en materia de derechos humanos, que fortalezca el objeto real del 
enfoque comunitario.  

Al momento se ha destacado que las reformas a las policías deben contar con una 
mirada más comunitaria, que deben ser descentralizadas y que es mejor la 
creación de nuevas instituciones, todo lo que se tiene en cuenta en el proyecto de 
acto legislativo. En este acápite se quiere hacer énfasis en la importancia de que 
estas instituciones cuenten con una formación adecuada, lo que permite que 
ejerzan mejor su labor, que tengan un buen relacionamiento con la ciudadanía y, 
por ende, mayor legitimidad.  

Parte del giro que se está dando en la seguridad tiene que ver con superar un 
enfoque basado solo en seguridad nacional y entrar a hablar de prevención, 
convivencia y procesos comunitarios. Por lo anterior, resulta relevante aunar 
esfuerzos para tejer lazos y puentes comunicantes entre la comunidad y las 
autoridades de policía; no solo generando mayor empatía y sentido de pertenencia 
por los policías, sino que esto permite generar conciencia de las funciones reales 
de estos cuerpos civiles.  

Lo anterior, también generaría un impacto social positivo en el mediano y largo 
plazo; ya que este sería un proceso gradual y progresivo, teniendo en cuenta las 
coyunturas  y relacionamiento histórico que han generado una ruptura entre 
policía-ciudadanía. A pesar de esto, es posible afianzar la confianza y aportar a la 
calidad de vida de los ciudadanos.  

                                                           
14 Op cit. Dammert y Bailey.  

La policía local debe apostarle a legitimar las relaciones con la ciudadanía, es por 
ello que es necesario una formación integral y transversal a los nuevos 
funcionarios sobre la naturaleza real de la policía local, las funciones y fines del 
Estado y la importancia de garantizar los derechos humanos y dignidad humana 
de los habitantes, con trabajo coordinado y que propenda por una comunicación 
continua.  

En cuanto a la implementación del nuevo modelo de proximidad que se propone 
en la reforma constitucional analizada, es de crucial importancia la claridad en el 
planteamiento de sus lineamientos, así como las instancias de formación y 
capacitación, lo que debe desarrollarse por vía legal. En caso contrario, serán los 
propios miembros de la institución quienes pueden tener problemas para 
comprender las directivas institucionales y saber actuar en correspondencia a las 
mismas. De igual manera, puede minimizar las resistencias que suelen aparecer 
en los miembros dentro de una institución policial bajo un modelo novedoso de 
policiamiento que, desde la perspectiva del personal policial, puede distanciarse 
de la imagen tradicional de lo que se considera el trabajo policial.  

Para el proceso de interiorización del nuevo modelo serán centrales las instancias 
de formación y capacitación mencionadas. Las acciones de los policías dependen 
no solo de exigencias institucionales y de las coyunturas políticas, sino también 
de otros factores, como pueden ser su recorrido biográfico y su trayectoria 
profesional. Por ello, las experiencias de reformas policiales más exitosas son 
aquellas que han tomado seriamente este punto y han logrado interiorizar en 
mayor medida en los agentes policiales los lineamientos y la relevancia del 
enfoque adoptado.  

Así las cosas, se sugiere que dentro de la ley que se establece y que debe expedir 
el congreso para regular estas instituciones también se incluya un ítem en la órbita 
de formación. Igualmente, será el Gobierno Nacional, en conjunto con las 
entidades territoriales, el que con posterioridad, pueda evaluar dichos planes de 
acción. Desde la Comisión, rescatando lo desarrollado por organismos 
internacionales se destaca tener en cuenta que: 

“(…) la implementación de acciones que componen al modelo de policía comunitaria 
ha ido creciendo hasta constituirse en un fenómeno cada vez más frecuente tanto en 
América Latina como en el resto del mundo. Esto sin duda responde a varios factores 
en común, entre ellos:  

• La falta de confianza del público hacia la policía, que predomina en muchos países.  

• La aparición de nuevas plataformas conceptuales orientadas a la protección de las 
personas (como la seguridad humana, la seguridad ciudadana y los derechos 
humanos).  

• Un masivo incremento de la violencia y la criminalidad.  

• El reconocimiento de las limitaciones de las estrategias ortodoxas de seguridad.  

• La necesidad de poner a la policía en sintonía con los procesos de descentralización 
y modernización administrativos que ya tenían lugar en otros sectores del Estado 
(Frühling, 2003).”15 

Igualmente, en la ley que se expida se debe promover el trabajo articulado de las 
policías locales con las entidades locales y de orden nacional competentes a las 
que haya lugar para lograr la prevención del delito, a través de herramientas, 
acciones, capacitaciones y demás, permitiendo un trabajo complementario con la 
policía nacional.  

Al respecto el personero delegado para los derechos humanos, hizo énfasis en 
que estas policías locales deben tener un foco de prevención y previsión, 
aportando a acciones concretas que evitan que las personan cometan delitos. Del 
mismo modo, la articulación también deberá hacerse con el sector justicia, para 
lograr respuestas oportunas y ágiles que se complementen con las acciones de la 
Policía Nacional y las policías locales.   

De este modo, los factores que se consideran relevantes para que haya éxito en 
una reforma de este tipo son la descentralización, que sea una nueva institución, 
el enfoque comuitario (con miras a un concepto de seguridad ciudadana) y las 
instancias de formación y capacitación que permitan integrar todo lo anterior.  

6. Posibles beneficios para la política criminal de las ciudades a las que 
le aplicaría el proyecto de acto legislativo estudiado 

 
Dado que la Comisión que emite este concepto es de carácter distrital, en este 
acápite nos centraremos en un análisis de lo que podría implicar para el distrito 
capital un proyecto de esta envergadura. En ese sentido, consideramos que este 
proyecto aportaría a la seguridad y política criminal de la ciudad desde tres 

                                                           
15 Pueblos de los Estados Unidos de América-USAID, elaborado en México, enlace de consulta: 
https://www.corteidh.or.cr/tablas/30315.pdf, pág. 37. 
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aspectos. Por un lado, la sobrecarga de la Policía Nacional con fenómenos 
atinentes a la seguridad nacional hace que haya menos pie de fuerza en la 
atención de la seguridad ciudadana y, por tanto, la creación de policías locales 
que se centren en la convivencia y delitos menores (pero de alto impacto) ayuda 
a descongestionar a la Policía Nacional y a que pueda centrarse en cuestiones de 
seguridad pública y nacional.  
 
En segundo lugar, como bien hace referencia la exposición de motivos, Bogotá en 
este momento cuenta con el menor número de policías desde el 2016. Como bien 
se muestra en la argumentación del proyecto, la ciudad no cuenta con el número 
de policías indicado a nivel internacional por la ONU. Según estos estándares 
Bogotá debería contar con 25.099 policías, no obstante, en la actualidad sólo 
cuenta con 16.500 efectivos.16 Al respecto, la Secretaría Distrital de Seguridad, 
Convivencia y Justicia anexó la siguiente gráfica del número de policías en la 
ciudad:  

 

 

En tercer lugar, este déficit hace que no se tenga la capacidad de atender las 
necesidades que más apremian a la ciudadanía, como los delitos de hurto y 
aspectos de convivencia. En palabras de la alcaldesa Claudia López:  

“Esta Policía local, altamente capacitada, tendría la tarea de comprender y apoyar, de 
forma más social y cercana a la comunidad, las dinámicas que inciden en la seguridad, 
la convivencia ciudadana y el acceso a la justicia. Esto significa que atendería, con 
mayor especialización, las conductas contrarias a la convivencia y la persecución de 

                                                           
16 Cifras de la Policía Metropolitana de Bogotá (2023), sujetas constantemente a variación por 
traslados, incapacidades, servicios especiales, uso del buen retiro o permisos. Fecha de corte 2 de 
agosto de 2023. 

Fuente: Elaboración Secretaría Distrital de Seguridad a partir de cifras de la Policía Metropolitana de Bogotá (2023), sujetas 
constantemente a variación por traslados, incapacidades, servicios especiales, uso del buen retiro o permisos. Fecha de corte 2 

de agosto de 2023 

los delitos de menor lesividad, pero de alto impacto para la seguridad ciudadana en el 
ámbito de su jurisdicción, como hurtos, violencia intrafamiliar, lesiones personales, 
delitos sexuales, entre otros.”17 

A esto se suma que la ciudad ha invertido (entre 2020-2023) $553.626 millones 
en la Policía Metropolitana de Bogotá. Igualmente, ha destinado $96.374 millones 
a estrategias de seguridad y convivencia como Frentes, Redes, Gestores, 
intervenciones en entornos escolares. Así las cosas, según lo dicho en la sesión 
de discusión de este concepto por la Secretaría Distrital de Seguridad, “la 
inversión podría programarse y fortalecerse desde Bogotá, para que, a 
mediano y largo plazo con la Nación, se pague un cuerpo de Policía Local propio 
que no sea trasladado y que complemente la labor de la Policía Nacional”.  

Igualmente, es muy relevante hacer énfasis en que el proyecto de acto legislativo 
establece que no se puede disminuir el pie de fuerza de la policía nacional en 
estas ciudades, que las órdenes del presidente de la república siguen teniendo 
prevalencia y que debe haber una articulación entre policías locales y la policía 
nacional en el marco de los principios de coordinación, concurrencia y 
subsidiariedad. Así las cosas, se hacen énfasis de que las policías locales no 
reemplazan a la Policía Nacional, sino que la complementan.  

A esto, cabe anotar que, según lo mencionó el subsecretario de seguridad en la 
sesión de la Comisión, en este momento no hay un alto riesgo de grupos armados 
en la ciudad, sino que los delitos que más están afectando a los ciudadanos son 
cosas como el hurto a celulares. De este modo, si se da una articulación 
adecuada, la Policía Nacional puede seguir su foco en el macro crimen, mientras 
que las policías locales se dedicarían a atender los requerimientos de convivencia, 
contravenciones y delitos menores del día a día.  

7. Conveniencia jurídica y reglas constitucionales.  
 
Este apartado está destinado a analizar la viabilidad jurídica del proyecto, a partir 
del marco constitucional normativo y jurisprudencial establecido, acorde con un 
modelo de seguridad propio de un Estado Social de Derecho.  
 
Se considera que el proyecto estudiado resulta ser una valiosa oportunidad para 
fortalecer, a través de la Constitución, un enfoque basado en la adopción de 

                                                           
17 Rivera, Jennifer. Bogotá propondrá al Congreso: policía local y equipos para simplificar sanciones. 
Bogotá.gov. Revisado el 13 de septiembre del 2023. Se encuentra en: https://bogota.gov.co/mi-
ciudad/seguridad/distrito-propone-crear-policia-local-y-equipos-que-agilicen-sanciones  

estrategias e instrumentos de protección y salvaguarda de los derechos de las 
personas y las comunidades, esquemas de prevención, atención y gestión de la 
conflictividad social y la promoción de la convivencia, y no en la simple ampliación 
del poder punitivo, la generación de medidas reactivas o el aumento del “pie de 
fuerza”.  
 
La Corte Constitucional ha esbozado en su jurisprudencia la noción de seguridad 
ciudadana propia de un Estado Social de Derecho, asentándola en conceptos 
base extraídos de esta fórmula, consistentes en la garantía del ejercicio de los 
derechos, la búsqueda del mejoramiento de la calidad de vida de las personas y 
su bienestar.  
 
En ese sentido, la Corte Constitucional le ha asignado a la seguridad ciudadana 
del Estado Social de Derecho una naturaleza jurídica con una “triple connotación 
jurídica”, esto es, como “valor constitucional, derecho colectivo y derecho 
fundamental”. 18 
 
Esta naturaleza constitucional tripartita es la que le da contenido al concepto de 
seguridad ciudadana que deben adoptar las disposiciones del acto legislativo y 
que corresponden a las bases mencionadas en precedencia. La Corte ha 
cimentado esta noción en una jurisprudencia decantada, en la que la desagrega y 
explica cada categoría.19 
 

(i) La seguridad ciudadana como valor constitucional:  
 
 Al respecto señala la Corte que “(…) se colige del preámbulo de la Constitución, 
al indicar que fue voluntad del pueblo soberano asegurar la vida, la convivencia y 
la paz, y del artículo 2°, según el cual las autoridades están instituidas para 
proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, 
creencias y demás derechos y libertades (…)  la seguridad se constituye en uno 
de los puntos cardinales del orden público, en tanto “garantía de las condiciones 
necesarias para el ejercicio de todos los derechos y libertades fundamentales por 

                                                           
18 Corte Constitucional. Sentencia T-078. Expediente T-3627445. (14, febrero, 2013). M. P.: Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo. Bogotá, D. C.: 2013. P.p 12. Consultado el 22 de agosto de 2023. Para 
consulta en: https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2013/T-078-13.htm 
19 Corte Constitucional. Sentencia T-719. Expediente T-722379. (20, agosto, 2003). M. P. Manuel  
José Cepeda Espinosa. Bogotá, D. C.: 2003. P.p 35. Consultado el 22 de agosto de 2023. Para 
consulta en: https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2003/T-719-03.htm 

parte de las personas que habitan el territorio nacional (…)” (Subrayados fuera del 
texto). 
    

(ii) La seguridad ciudadana como derecho colectivo. 
 
Sobre esta noción la Corte ha indicado que es “…un derecho que asiste en forma 
general a todos los miembros de la sociedad, quienes se pueden ver afectados 
por circunstancias que pongan en riesgo bienes jurídicos colectivos tan 
importantes para el conglomerado social, como el patrimonio público, el espacio 
público, (…) y salubridad públicas (sic), la moral administrativa, el medio ambiente 
o la libre competencia económica…” 
 

(iii) La seguridad ciudadana como derecho fundamental. 
 
Y finalmente, la define en esta acepción como aquella que “…faculta a las 
personas para recibir protección adecuada por parte de las autoridades, 
cuandoquiera que estén expuestas a [amenazas] que no tienen el deber jurídico 
de tolerar, por rebasar éstos los niveles soportables de peligro implícitos en la vida 
en sociedad…”20 
 
Esta delimitación jurídica constitucional del concepto de seguridad ciudadana es 
en la que debe estar enmarcado tanto el poder de policía en sus diferentes 
significados, como la actividad de policía, cuyo ejercicio se pretende extender y 
habilitar mediante el proyecto de acto legislativo, a la Policía Local. Por lo cual, a 
continuación, se hace un análisis de si lo establecido en el proyecto se acoge a 
estos elementos establecidos por la Corte.  
  
7.1. Consonancia del Proyecto de Acto Legislativo con la Constitución. 
 
El primer elemento de análisis tiene que ver con la conceptualización realizada en 
los acápites anteriores sobre la figura o institución de “Policía Local”. Sin lugar a 
dudas, el desarrollo de la noción de seguridad ciudadana propio del Estado Social 
de Derecho permite y, en ciertas ocasiones, exige la participación y vinculación no 
solo de los miembros de las comunidades en la gestión, atención y solución de las 
diferentes manifestaciones de conflictividad social que se presenten en sus 
entornos, especialmente, en el espacio público, sino también la incorporación y el 

                                                           
20 Ibidem.  
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trabajo articulado con los diferentes sectores, procurando un sentido de 
pertenencia con la sociedad. 
 
En ese sentido, la adopción de un concepto constitucional de seguridad, requiere 
del fortalecimiento de los sistemas comunitarios que permitan la participación de 
las personas que viven y conviven en espacios urbanos claramente determinados; 
para lo cual resulta necesario robustecer los mecanismos, las herramientas y la 
institucionalidad de las autoridades locales, para lograr mejorar el acceso al 
sistema de justicia, implementar medidas preventivas ante fenómenos que afecten 
el orden público o la tranquilidad, que garanticen la convivencia pacífica y que 
atiendan de forma particular y específica las necesidades y problemáticas que 
surgen en el territorio.  
 
Dentro de este ámbito general, la institución de la Policía Local resulta ser un 
acierto, y una medida que se compagina con el concepto constitucional de 
seguridad. Es por ello que, jurídicamente se evidencia que la figura propuesta a 
través del proyecto permitiría fortalecer los principios de la función administrativa 
señalados en el artículo 209 de la Carta (eficacia, economía, celeridad, 
imparcialidad, entre otros, mediante la descentralización de funciones, donde las 
autoridades coordinen sus actuaciones, en el marco de sus competencias para 
dichos fines). 
 
Sin embargo, existen algunos puntos establecidos en el proyecto que merecen ser 
observados con detalle y que pueden ser complementados para evitar objeciones 
de rango constitucional.  
 

(i) Competencias en materia de persecución de delitos.  
 
La modificación al artículo 218 del Constitución propuesta en el proyecto, faculta 
a la Policía Local para ejecutar acciones relacionas con la “persecución del delito”, 
que puede generar algunas objeciones constitucionales.  
 
En primer lugar, los conceptos de policía comunitaria en el marco del concepto de 
seguridad ciudadana propio del Estado Social de Derecho deben estar acotados 
a atender formas primarias de conflictividad social, fenómenos de desorden en 
ambientes urbanos, manifestaciones contrarias a la convivencia en espacios 
públicos y la prevención de delitos asociados con el orden público. Este debe ser 

su marco de competencias, teniendo en cuenta que trabajarían de forma 
coordinada con la Policía Nacional.  
 
Además, esta facultad de persecución del delito, riñe con lo establecido en el 
artículo 250 de la Constitución, en relación con las atribuciones y competencias 
que tiene la Fiscalía General de la Nación en este punto y las facultades asignadas 
a las autoridades de policía judicial. 
 
En todo caso, estos son elementos que pueden ser objeto de complementación 
en el trámite del proyecto. Bajo el cual se puede dar más claridad de a qué se 
hace referencia con la persecución del delito y de si, estas policías locales tendrían 
– o no – funciones de policía judicial. Lo que implicaría también una formación y 
capacitación especial, así como el desarrollo legal más claro de todo el régimen 
de funciones y rendición de cuentas.  
 
7.2. En relación con el carácter civil de la policía local. 
 
Finalmente, es necesario sugerir que se adapte de mejor forma la redacción 
normativa de la modificación al artículo 218. Ya que, según lo establecido en la 
disposición reseñada, la policía local estará “ordenada por rangos basados en 
jerarquías funcionales e ingreso y ascenso por mérito y resultados”. No obstante, 
en la exposición de motivos se plantea la necesidad de una policía cívica “sin 
rangos”, aludiendo a la dinámica histórica sobre “la militarización de la policía que 
ha repercutido en graves hechos” (Folio No. 28 del Proyecto), y con ello a evitar 
“la militarización de la seguridad ciudadana”, claramente contraria al modelo que 
la Constitución adoptó sobre este concepto, esbozado al principio de este acápite.  
 
La insistencia en el carácter civil de la redacción, así como el sistema de ascenso 
por mérito, dan a entender que, efectivamente, se busca romper con el carácter 
militar en estas instituciones de policías locales. No obstante, la mención a la 
palabra “rangos” puede generar confusiones, por lo que, sugerimos pensar en una 
redacción distinta usando palabras como cargos o funciones.  
 
8. Resumen de las discusiones y otros aportes al interior de la Comisión 

Distrital de Política Criminal y Tratamiento Carcelario.  
 
El Dr. Camilo Nieto (Subsecretario de Seguridad) mencionó que una preocupación 
es que podrían existir problemas de complementariedad de las policías locales 

con la Policía Nacional. De este modo, se ha insistido en ese concepto en la 
relevancia de la articulación entre estas fuerzas de seguridad, principalmente 
señalando que las policías locales van a complementar con sus prácticas sobre 
contravenciones y delitos menores a las tareas de Policía Nacional. Por su parte, 
el Dr. Nieto también mencionó que la policía no es la única herramienta en materia 
de seguridad.  
 
Por su parte, Michael Eduardo Guerrero López (Personero Distrital Delegado para 
los Derechos Humanos) planteó la importancia de tener en cuenta el concepto de 
seguridad multidimensional, la necesidad de que la doctrina sea más civil que 
militar y un fuerte foco en la prevención y previsión. Igualmente, dijo que la medida 
de crear policías locales son respuestas a mediano y largo plazo, y se deben tomar 
medidas en el corto plazo.  
 
Al respecto se recuerda que, si bien las policías locales han sido una de las 
principales medidas adoptadas por los gobiernos a nivel local, no ha sido la única. 
Los gobiernos locales también han tomado políticas de seguridad, principalmente 
de prevención situacional ambiental, con intervención del espacio público, mayor 
presencia policial, cambios en la forma de patrullamiento, instalación de luminarias 
y sistemas de videovigilancia, entre otras medidas que se proponen dar una 
respuesta con impacto a corto plazo. 
 
Adolfo Franco Caicedo y Miguel González Sánchez (Invitados permanentes de la 
Comisión) expresaron preocupación sobre los inconvenientes que pueden 
encontrarse a nivel práctico cuando se intente implementar estos cambios 
normativos. Si bien excede al concepto, puede mencionarse que será importante 
en el proceso de implementación aquellas decisiones sobre formación y 
capacitación, el tipo de herramientas con las que cuenten, el tipo de armamentos, 
la estructura de las instituciones, los sistemas de escalafones que se adopten, la 
existencia de instancias de control y rendición de cuenta internos y externos. 
 
9. Conclusiones.  
 

1) El proyecto de acto legislativo sigue el rumbo que están tomando muchas 
ciudades de América Latina en cuanto a seguridad ciudadana.  

2) La propuesta trae la creación de nuevas instituciones y no una reforma a 
las ya existentes, lo que es más beneficioso, porque genera menos 
resistencias.  

3) Hay un giro conceptual y pragmático de la seguridad pública a la seguridad 
ciudadana que se manifiesta de forma clara en el proyecto de acto 
legislativo 

4) La Policía Local en cuanto modelo de gestión de conflictividad social, 
participación comunitaria y atención de los problemas de convivencia es 
consonante, y resulta necesario, para desarrollar el concepto de seguridad 
ciudadana propio de un Estado Social de Derecho.

5) El concepto de seguridad ciudadana adoptado por la Constitución, en 
desarrollo de la fórmula del Estado Social del Derecho, puede generar 
algunas objeciones sobre puntos específicos de la figura prevista en el 
proyecto para la policía local, tales como, la competencia en materia de 
persecución de delitos. 

El presente concepto fue discutido y aprobado por 7 votos a favor y dos 
abstenciones en Sesión Ordinaria de la Comisión Distrital de Política Criminal y 
Tratamiento Carcelario el día 30 de agosto de 2023. 

Cordialmente,

Proyectó:   Nahuel Damian Valdez – Docente – Invitado Permanente de la CDPCTC

Daniel Alejandro Noreña Rodríguez – Contratista – Secretaría de Seguridad
Juliana Franco Calvo  -Contratista - Subsecretaría Jurídica Distrital

                   Katherine Medina Chacón – Contratista -Subsecretaría Jurídica Distrital
Revisó y aprobó: Iván David Márquez Castelblanco – Presidente (E) y Secretario Técnico de la CDPCTC -Subsecretario Jurídico Distrital.

IVÁN DAVID MÁRQUEZ CASTELBLANCO
Presidente (E) y Secretario Técnico de la Comisión Asesora Distrital de 

Política Criminal y Tratamiento Carcelario
Subsecretario Jurídico Distrital

Secretaría Jurídica Distrital

DAVID MMÁÁÁRQUEUEZZ CASTTELB
t i Té i d l C i ió
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CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL  
SOBRE EL PROYECTO DE LEY NÚMERO 47 DE 2022 SENADO

por medio del cual se crean medidas para la protección, fomento, fortalecimiento, transformación y 
comercialización de la pequeña producción tradicional de panela y se dictan otras disposiciones.

GREGORIO ELJACH PACHECO
Secretario General 
Senado de la República
Edificio Nuevo del Congreso
Bogotá D.C.

Referencia: Concepto al proyecto de ley No. 047 de 2022 Senado. 

Respetado doctor Eljach Pacheco: 

Con toda atención me permito remitir el concepto del Ministerio de Educación Nacional sobre el 
proyecto de ley No. 047 de 2022 Senado “por medio del cual se crean medidas para la protección, 
fomento, fortalecimiento, transformación y comercialización de la pequeña producción tradicional 
de panela y se dictan otras disposiciones”.

Desde el Ministerio de Educación Nacional estamos atentos a brindar toda la colaboración en las 
iniciativas legislativas que redunden en el mejoramiento de la educación del país.

Cordialmente,

Viceministro de Educación Superior (E)  

Copia: Autores: H.S. Julián Gallo Cubillos, H.S. Pablo Catatumbo Torres Victoria, H.S. Sandra Ramírez, H.S. Imelda 
Daza, H.R. Omar de Jesús Restrepo, H.R. Jairo Reinaldo Cala Suárez, H.R. Luis Alberto Albán, H.R. Pedro 
Baracutao García Ospina, H.R. Carlos Alberto Carreño, H.R. Germán José Gómez López.
Ponentes: H.S. Isabel Cristina Zuleta López, H.S. Pablo Catatumbo Torres Victoria, H.R. Inti Raúl Asprilla Reyes, 
H.S. Miguel Ángel Barreto Castillo, H.R. Yenny Esperanza Rozo Zambrano, H.S. Catalina del Socorro Pérez Pérez
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